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Providencia:                       Sentencia de 6 de junio de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-005-2016-00297-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:

Francisco Javier Escobar Campiño        

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:         Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito
Temas: 


PENSIÓN DE VEJEZ / PRUEBA DOCUMENTAL / EFICACIA PROBATORIA / VALIDEZ DOCUMENTOS SIN FIRMA / HISTORIA LABORAL SIN FIRMA / NO HAY CERTEZA DE AUTORÍA / PERIODOS RECLAMADOS COMO LABORADOS – No probados / CONFIRMA / NIEGA /  En sentencia CSJ SL-6557-2016, reiterada entre otras en providencias SL11412-2017 y SL19485 de 22 de noviembre de 2017, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en casos de similares connotaciones en los que se pedía el reconocimiento de la pensión de vejez tomando como base la historia laboral aportada por la parte actora, la cual no contenía la firma del funcionario que la autoriza; manifestó:

“(…)

En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica.
(…)” 

(…)
No obstante lo anterior, tal y como lo dejó sentado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a ese documento allegado por la parte actora no puede dársele el valor probatorio pretendido, en consideración a que él no cuenta con la firma del funcionario, emisor o responsable de su autoría, ni tampoco se evidencian otros elementos o signos de individualización que permitan colegir que la entidad accionada lo elaboró, al punto que en la contestación de la demanda nunca aceptó su autoría, expresando que la única historia válida era la anexada con ese escrito y que fue impresa el 11 de mayo de 2016.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, seis de junio de dos mil dieciocho, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor FRANCISCO JAVIER ESCOBAR CAMPIÑO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 12 de diciembre de 2017, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00297-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Francisco Javier Escobar Campiño que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez por cumplir con los requisitos previstos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 16 de octubre de 2012, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Nació el 12 de octubre de 1952, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 40 años de edad; se afilió al ISS en el mes de septiembre de 1972 con el empleador Uriel Guerrero Vásquez; el 16 de octubre de 2012 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, la cual fue resuelta negativamente a través de la resolución Nº GNR 23283 de 17 de diciembre de 2012, bajo el argumento que tan solo tenía cotizadas 627 semanas, motivo por el que lo invita a continuar cotizando para acceder al derecho; para la fecha en que el cumplió los 60 años de edad, esto es, el 12 de octubre de 2012, tenía cotizadas 1194 semanas, sin embargo, Colpensiones no tuvo en cuenta la totalidad de las semanas cotizadas con anterioridad al año 1994, lo que genera inconsistencias con las cotizaciones hechas en ese periodo por sus empleadores Uriel Guerrero Vásquez, Inversiones Arme Ltda., José Ramiro Ospina Ospina y Sérvulo Duque Cardona; el 12 de abril de 2013 y el 23 de julio de 2014 solicitó la corrección de la historia laboral, pero a pesar de emitir respuesta en oficio SEM-0442735 de 30 de noviembre de 2013, no se hizo la corrección de la misma; las aportes dejados de contabilizar por Colpensiones en ese periodo equivalen a 317.86 semanas, que sumadas a las 891.43 reconocidas, suman en total 1209 semanas.
Al dar respuesta a la demanda –fls.54 a 60- la Administradora Colombiana de Pensiones acepta el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente y frente a los demás hechos manifiesta que no son tales o que no son ciertos. Se opone a las pretensiones y formula las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.
En sentencia de 12 de diciembre de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que los periodos reclamados por el actor con antelación al año 1994, no fueron tenidos en cuenta por la Administradora Colombiana de Pensiones, ya que después de corregir la historia laboral llegó a la conclusión que se trataba de un caso de homonimia, lo que llevó a descartar esos periodos, exhortando al reclamante a que llevara pruebas que demostraran que esos periodos fueron efectivamente cotizados por esos empleadores, sin que así lo hubiere hecho en el proceso administrativo y mucho menos en el judicial; por lo que concluyó que no había lugar a adicionar semanas a la historia laboral del demandante.
Con base en lo expuesto y teniendo en cuenta que el señor Francisco Javier Escobar Campiño cumplió los 60 años de edad en el año 2012, le correspondía acreditar que para la fecha en que entró en vigencia el acto legislativo 01 de 2005 tenía cotizadas 750 semanas, sin embargo, para ese momento tan solo cuenta con 578.62, motivo por el que no puede beneficiarse del mencionado régimen transicional más allá del 31 de julio de 2010; sin que haya lugar a reconocer la pensión bajo los parámetros de la Ley 797 de 2003, pues en toda su vida laboral cuenta con 898.88 semanas cotizadas.

Por los motivos expuestos negó las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación argumentando que en la historia laboral aportada con la demanda, el entonces Instituto de Seguros Sociales le reconoce al señor Francisco Javier Escobar Campiño 317.86 semanas cotizadas con los empleadores referenciados en el libelo introductorio, que inexplicablemente no son contabilizadas posteriormente en el reporte entregado por Colpensiones e inexplicablemente se descartan como una novedad no correlacionada, proceso éste del que únicamente tiene conocimiento interno la entidad accionada, motivo por el que considera, que al habérselas contabilizado en un primer momento, no pueden ser descartadas de plano sin ningún tipo de explicación; razones por las que solicita que se tengan en cuenta y en consecuencia se ordene el reconocimiento de la prestación económica.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a darle el valor probatorio pretendido a la historia laboral aportada por la parte actora? 

¿Tiene derecho el señor Francisco Javier Escobar Campiño a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EFICACIA PROBATORIA DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA

En sentencia CSJ SL-6557-2016, reiterada entre otras en providencias SL11412-2017 y SL19485 de 22 de noviembre de 2017, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en casos de similares connotaciones en los que se pedía el reconocimiento de la pensión de vejez tomando como base la historia laboral aportada por la parte actora, la cual no contenía la firma del funcionario que la autoriza; manifestó:

“Ahora bien, de cara a desatar el recurso de casación que formula la parte demandada, ha de tenerse presente que el fallador de segundo grado decidió la apelación con base en la historia laboral de folios 8 a 13, cuya valoración lo llevó a concluir que la demandante acreditó un total «1097.571 semanas cotizadas, es decir, más de las 1000 semanas que exige la norma» que le dan derecho a reclamar la pensión de vejez.

Debe entonces dilucidar la Corte, si se equivocó en ello dado que esa documental no está suscrita por la demandada. Para resolver la controversia, la Sala recuerda que la cuestión de la eficacia probatoria de un documento depende, en líneas generales, de la posibilidad de conocer a ciencia cierta quién es su autor genuino. A partir de este conocimiento, se abre la posibilidad de entrar a valorar intrínsecamente su contenido conforme a las reglas de valoración probatoria y la sana crítica previstas en el C.P.C. y C.P.T y S.S. respectivamente.
En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica. 

Es oportuno clarificar que si bien en sentencia CSJ SL14236-2015 la Sala le otorgó eficacia probatoria a una historia laboral sin firma, ello se hizo bajo la consideración que, en ese proceso, debido a la conducta procesal del I.S.S., podía atribuirse su autoría a dicha entidad, toda vez que al dar respuesta a la demanda aludió a su contenido y se apoyó en él para construir su defensa.”

Y posteriormente continuó expresando:

“En el caso de autos la situación es distinta, pues, además de que la historia laboral de folios 8 a 13 no se encuentra suscrita o manuscrita por un funcionario del I.S.S., esta entidad al dar respuesta a la demanda no reconoció expresa o implícitamente su contenido ni construyó su discurso de defensa con apego a ese documento, de modo que pudiera predicarse una comunidad de prueba. De otra parte, no existen precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada la elaboró, aprobó o autorizó, motivo por el cual, no hay otro camino que restarle mérito probatorio para demostrar el número de semanas que cotizó Gloria Ceballos.

Lo dicho, no contradice lo previsto en el par. del art.  24 de la L. 712/2001, que modificó el 54 A del C.P.T. y S.S., dado que esta preceptiva se ocupa del valor probatorio de algunas copias simples, mas no autoriza que se obvien las exigencias legales referidas a la autenticidad de los documentos. En efecto, señala la norma: 

“En todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.”
Y finalmente concluyó:

“Entonces, como en el caso concreto se advierte que la historia laboral sobre la cual estructura el ataque la censura, sí fue apreciada por el Tribunal, sólo que le restó validez en razón a que adolecía de la firma del funcionario, emisor o responsable de su autoría, se concluye que no pudo cometer yerro fáctico alguno, máxime que en el expediente no existía alguna otra prueba idónea o acto de la demandada, que permita darle validez a las semanas allí registradas, pues ni siquiera existía prueba contundente de que Félix Antonio Serrano Villate, hubiese laborado para la «FUND UDAD INCCA DE COLOMBIA», «UNIVERSIDAD NOCTURNA LA GRAN COLOMBIA» y «UNIVERSIDAD SOCIAL CATOLICA», para con ello poder adicionar o sumar tales semanas.”.
EL CASO CONCRETO

Solicita el apoderado judicial de la parte actora, que para decidir el derecho del señor Francisco Javier Escobar Campiño se tenga en cuenta exclusivamente la historia laboral allegada con la demanda y que se ve a folios 36 a 39-, en donde el extinto ISS le reconoció al accionante 317,86 semanas de cotización antes del año 1994 con los empleadores Uriel Guerrero Vásquez, Inversiones Arme Ltda., José Ramiro Ospina Ospina y Sérvulo Duque Cardona.
No obstante lo anterior, tal y como lo dejó sentado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a ese documento allegado por la parte actora no puede dársele el valor probatorio pretendido, en consideración a que él no cuenta con la firma del funcionario, emisor o responsable de su autoría, ni tampoco se evidencian otros elementos o signos de individualización que permitan colegir que la entidad accionada lo elaboró, al punto que en la contestación de la demanda nunca aceptó su autoría, expresando que la única historia válida era la anexada con ese escrito y que fue impresa el 11 de mayo de 2016.
Adicionalmente, no puede pasarse por alto que el señor Escobar Campiño los días 12 de abril de 2013 y 23 de julio de 2014 elevó derecho de petición ante Colpensiones –fls.23 a 24 y 30 a 31- solicitando la corrección de la historia laboral, con el fin de que se le tuvieran en cuenta los tiempos de cotización referenciados anteriormente, sin embargo, como se ve en archivo 2014_5933160 inmerso en el expediente administrativo aportado por la entidad demandada en cd –fl.60 vto-, la administradora dio respuesta a la inquietud expresada por el accionante frente a esos periodos el 27 de agosto de 2014, indicando que: “Respecto al tiempo solicitado, nos permitimos informarle que se realizó la búsqueda en nuestra base de datos, donde se constató que nos encontramos frente a un caso de homónimos; por lo tanto, dichas cotizaciones no se reflejan en su reporte de semanas cotizadas, por esto es necesario que nos suministre documentos probatorios, tales como: tarjetas de reseña, aviso de entrada del trabajador, certificación laboral debidamente autenticada, carnet de afiliación, entre otros, para soportar su reclamación del tiempo requerido. Dichos documentos son indispensables para adelantar el proceso de corrección a que haya lugar.”, sin embargo, al revisar el mencionado expediente administrativo se evidencia que el demandante no allegó pruebas que le permitieran a Colpensiones concluir que en efecto esos aportes fueron realizados por él como trabajador de Uriel Guerrero Vásquez, Inversiones Arme Ltda., José Ramiro Ospina Ospina y Sérvulo Duque Cardona.
Es que al percatarse de esa situación, la a quo en la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. celebrada el 30 de septiembre de 2016, ordenó oficiar a cada uno de los supuestos empleadores relacionados por el actor, en aras de que certificaran los tiempos en que éste prestó sus servicios con cada uno de ellos.
En escrito de 7 de octubre de 2016 –fls.101 a 102- el demandante informa que los señores Uriel Guerrero Vásquez y José Ramiro Ospina Ospina se encuentran fallecidos y que él no conserva tarjetas de comprobación de derechos, carnés de afiliación o similares que puedan dar fe de esas cotizaciones, al haber transcurrido más de 30 años desde la finalización de esas labores. 
Por su parte la representante legal de la sociedad Inversiones Arme Ltda. remitió oficio allegado el 26 de octubre de 2017 –fl.137- en el que informó que al revisar los archivos existentes para la época, se pudo constatar que el señor Francisco Javier Escobar Campiño no tuvo vinculación laboral con esa empresa entre los año 1973 y 1984.

Finalmente, frente al señor Sérvulo Duque Cardona, según informe de gestión de la notificación emitido por la correspondiente empresa de envíos –fl.136 vto- en la dirección aportada se les dijo que allí no trabajaba el señor Duque Cardona, a pesar de que lo conocen, pero por no pertenecer a esa entidad, no recibieron la notificación.
Así las cosas, al no haber quedado acreditado que el señor Escobar Campiño prestó sus servicios en esos periodos, no hay lugar a tenerlos en cuenta en su historia laboral, como acertadamente lo concluyó la falladora de primera instancia.

Bajo esa perspectiva, se tiene entonces que de acuerdo con el registro civil de nacimiento –fl.20- al haber nacido el actor el 12 de octubre de 1952, no hay duda que para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 41 años de edad, lo que lo hacía beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, no obstante, para poder continuar beneficiándose de ése régimen transicional hasta el año 2014, le correspondía demostrar que para el 29 de julio de 2005 tenía acreditadas por lo menos 750 semanas de cotización o de servicios, pero según la última historia laboral aportada por Colpensiones actualizada a 26 de enero de 2017 –fls.115 a 120-, para ese momento él tan solo tenía cotizadas 565,60 semanas, sin que haya lugar a reconocer la prestación económica solicitada con base en los requisitos establecidos en la Ley 797 de 2003, pues a pesar de que el señor Francisco Javier Escobar Campiño cumplió los 60 años de edad el 12 de octubre de 2012, lo cierto es que en toda su vida laboral registra cotizaciones correspondientes a 898.88 semanas.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 12 de diciembre de 2017.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida el 12 de diciembre de 2017.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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